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Expediente Nº A774422/2016-0 

“c/ GCBA s/ amparo - habitacionales y otros subsidios” 

Ciudad de Buenos Aires, 11 de febrero de 2020. 

Vistos los autos citados en el epígrafe de los que 

Resulta: 

I) Que el Sr., por derecho propio y con patrocinio 

oficial, interpone acción de amparo contra el GCBA -Ministerio de Hábitat y Desarrollo 

Humano y Ministerio de Modernización, Innovación y Tecnología- y el Instituto de 

Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires con el objeto de obtener una solución adecuada 

a los fines de atender a su necesidades habitacionales, como así también que viabilice el 

acceso a alternativas concretas de desarrollo (capacitación y/u orientación acordes al 

caso) con el fin de superar su condición de vulnerabilidad, pobreza y exclusión social. 

Entiende que la negativa y/u omisión gubernamental de realizar acciones 

positivas en orden al derecho al acceso a la vivienda genera que se encuentre en 

situación de calle, sin acceso a las condiciones mínimas de habitabilidad y dignidad. 

Solicita que, para el caso de que la solución consista en un subsidio, ello le 

permita abonar en forma íntegra el valor de un hogar en condiciones dignas de 

habitabilidad, de conformidad con la normativa vigente y, de abonarse en cuotas 

periódicas, cada una de ellas sea suficiente para solventar los gastos del alojamiento 

hasta el cobro de la cuota siguiente. 

Refiere tratarse de un hombre solo de 35 años de edad -al momento de 



interponer la demanda- adicto a sustancias psicoactivas y que atraviesa períodos de 

situación de calle desde el año 2001, tornándose crónica en los últimos cuatro años. 

Manifiesta padecer tuberculosis pulmonar, encontrarse desempleado y vivir en 

condiciones infrahumanas sin contar con los recursos necesarios para salir de la calle. 

Respecto a su trayectoria laboral, explica que realizó tareas como “bachero” en 

restaurantes, como repositor en librerías y jugueterías y como cartonero en la vía 

pública, agregando que trabajó en la carga de volquetes de obra, carga y descarga de 

containers, limpieza en un colegio, ayudante de albañil (revoques), entre otras 

actividades, todas ellas en el marco de la informalidad. 

En cuanto a sus ingresos, señala que se componen de las changas que realiza 

como cuidacoches los fines de semana (aproximadamente $ 300 semanales) y el 

subsidio alimentario del Programa “Ciudadanía Porteña - Con Todo Derecho” ($ 760 

mensuales), refiriendo haber sido beneficiario del Programa “Nuestras Familias” por $ 

1.200 en tres cuotas. 

Alega haber sido incorporado en el año 2012 al “Programa Atención a Familias 

en Situación de Calle”, percibiendo un monto total de $ 8.200 con última cuota 

pagadera en noviembre del año 2013, aproximadamente. Explica que con el subsidio 

pudo alquilar una habitación de un hotel pero que, al finalizar el beneficio y sin poder 

revertir su situación económica, laboral ni de salud, no pudo continuar pagando la 

habitación y fue desalojado por falta de pago, quedando nuevamente en situación de 

calle. 

A fin de poder pagar el alquiler de un alojamiento, refiere haberse presentado 

nuevamente ante el Programa “Atención para Familias en Situación del Calle”, 

informándosele que la renovación no era posible en razón de la legislación vigente, 

pedido cuya reiteración fue denegada nuevamente. 

Encontrándose en situación de calle, solicita como medida cautelar que se 



ordene al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires su incorporación a alguno de los 

programas de emergencia habitacional vigentes que brinde una solución adecuada a sus 

requerimientos habitacionales, como así también que se lo incluya en cursos y/o 

programas de capacitación o formación que puedan favorecer a la superación de la 

situación de vulnerabilidad y exclusión social que dice padecer. 

Plantea la inconstitucionalidad de la normativa que señala en su escrito inicial y 

del instituto de la caducidad de instancia previsto en la ley de amparo. 

Ofrece prueba, funda en derecho y cita doctrina que estima aplicable y solicita se 

haga lugar al amparo. 

II) A fs. 96 se confiere traslado de la acción de amparo. 

III) A fs. 97/102 se hace lugar a la medida cautelar solicitada y si bien fue 

recurrida por el GCBA quien se presenta a apelarla (fs. 110/117), se encuentra pendiente 

la notificación de la providencia de fs. 121 que ordena se acompañe la totalidad de las 

copias necesarias para formar el incidente respectivo bajo apercibimiento declarar su 

deserción. 

IV) A fs. 124/142vta se presenta la apoderada de las codemandadas y contesta 

demanda. 

Realiza una negativa genérica de los hechos invocados por la actora en sustento 

de su pretensión y ensaya los argumentos de su defensa. 

Indica que la amparista no califica para el otorgamiento del subsidio habitacional 

y asimismo asevera que la normativa constitucional no obliga a la Administración a 

mantener “sine die” planes de subsidios habitacionales. 

Manifiesta que la asistencia habitacional prevista normativamente contempla el 

principio de mayor urgencia y necesidad para su adjudicación compatibilizando la 

ayuda social con la existencia de recursos disponibles. 

Argumenta, respecto a los planteos de inconstitucionalidad de la actora, que sus 



argumentos carecen de efectividad ya que para fundamentar la inconstitucionalidad de 

una norma, no basta con la simple invocación de un derecho o garantía que estaría 

afectada por la disposición legal, sino que resulta necesario que se precise y se acredite 

con veracidad comprobada el derecho o garantía constitucional que cercenaría la norma 

impugnada. 

Por último, entiende que no corresponde hacer lugar al incremento de los montos 

de los subsidios, pues aduce que corresponde a una facultad reglada de la autoridad, mas 

no a una decisión discrecional de esta última, y que, por tanto, la alteración del monto 

del subsidio implicaría invadir competencias privativas de la Administración por parte 

del Poder Judicial. 

Funda en derecho, dejan planteada la cuestión constitucional y federal y solicita 

el rechazo de la acción entablada en su contra, con costas en el orden causado. 

V) A fs. 176/vta se abre la causa a prueba y, producida la que da cuenta el 

expediente, dictamina el Ministerio Público Fiscal sobre los planteos de 

inconstitucionalidad (fs. 371/381vta). 

VI) A fs. 383 pasan los autos a sentencia. 

CONSIDERANDO: 

1º) Que, a fin de encuadrar este decisorio, es preciso aclarar que la cuestión 

debatida se vincula con el derecho del amparista al reconocimiento y exigibilidad de su 

derecho constitucional a la vivienda digna. 

Según manifestaciones de la propia actora, en el marco del Programa “Atención 

para Familias en situación de calle” implementado por Decreto Nº 690/06, percibió la 

totalidad de las cuotas previstas en dicho Programa. Una vez que le fue pagada la última 

cuota, solicitó su renovación, informándosele que la misma no era viable (fs. 68/73 y 

79). 

2º) Que es preciso recordar que los jueces no están obligados a analizar todas y 



cada una de las argumentaciones de las partes, sino tan sólo aquéllas que sean 

conducentes y posean relevancia para decidir el caso (Fallos: 306:444; 302:235; 

301:676; 300:535; 272:225, entre otros). 

3º) Que es doctrina reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que 

en los juicios de amparo debe fallarse con arreglo a la situación jurídica existente a la 

fecha de la sentencia, teniendo en cuenta no solo los factores iniciales sino los 

sobrevinientes, sean agravantes o no, que resulten de las actuaciones producidas (v. en 

este sentido “Total Austral S.A. Sucursal Argentina c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas 

del Atlántico Sur, Provincia de s/ acción declarativa de certeza” de la CSJN en fecha 

28/11/13, como así también fallos 313:1371 y 316:2016 entre muchos otros; y Sala II de 

la Cámara de Apelaciones del fuero, en “De Bella Gabriel c/ GCBA s/ amparo”, 

expediente Nº A67420-2013/0, sentencia del 18/09/14). 

4º) Que, aclarado lo anterior, corresponde reseñar el marco normativo aplicable 

al caso. 

4.1º) Cabe recordar en primer término que el artículo 14 de la Constitución de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires -en el mismo sentido del art. 43 de la Constitución 

Nacional- dispone que “toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita 

de amparo siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u 

omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, 

lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta derechos 

y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las 

leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en consecuencia y los 

tratados interjurisdiccionales en los que la Ciudad sea parte”. 

4.2º) Que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en correlación con el 

inciso 19 del artículo 75, pone en cabeza del Estado el diseño de políticas públicas para 

facilitar el acceso a una vivienda digna, no pudiendo el Estado prescindir de llevar a 



cabo una política de desarrollo habitacional (v. Gelli, María Angélica, “Constitución de 

la Nación Argentina, Comentada y Anotada, Buenos Aires, La Ley, 2011, t.I, pág 225). 

En el mismo sentido, los instrumentos internacionales jerarquizados 

constitucionalmente en el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, también 

contienen directrices relevantes para la solución del problema planteado, en el sentido 

de la exigibilidad de los derechos sociales como los que aquí están en juego. 

En efecto, el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

establece que “[t]oda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 

asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar y en especial, la alimentación, el 

vestido, la vivienda ...”. 

Por su parte, el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

establece el compromiso de los Estados partes de “adoptar providencias, tanto a nivel 

interno como mediante la cooperación internacional, especialmente científica y 

técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se 

derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, 

contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por 

el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía 

legislativa u otros medios apropiados”. 

En este orden de ideas, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre establece en su artículo XI que “toda persona tiene derecho a que su salud sea 

preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la 

vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos 

públicos y los de la comunidad”. 

Por otro lado, el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales establece el derecho de toda persona a “un nivel de vida adecuado 

para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora 



continua de las condiciones de existencia” y el deber de los Estados partes de adoptar 

“medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho...”. 

Por último, cabe tener presente lo establecido por el artículo 75 inc. 23 de la 

Constitución Nacional dispone que “corresponde al Congreso legislar y promover 

medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de 

trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y 

por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular 

respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad…”. 

4.3º) En este estado, cabe memorar el criterio sostenido por la Corte Suprema de 

Justicia en cuanto establece que las normas internacionales señaladas en el art. 75 inc. 

22 de la Carta Magna tienen rango constitucional en el orden de su vigencia. Ello 

implica que dichas normas deben ser interpretadas conforme la jurisprudencia, 

dictámenes y opiniones de los órganos del sistema internacional encargados de su 

aplicación e interpretación (v. fallos “Giroldi” (G.342), “Bramajo” (B.851.XXXI, 

sentencia del 19/09/1996) “Aquino” (2652.XXXIX, sentencia del 21/09/2004), 

“Espósito” (E.224.XXXIX, sentencia del 23/12/2004), y “Carranza Latrubesse” 

(C.568.XLIV, sentencia del 06/08/2013). 

4.4º) En esta tesitura, es preciso señalar, la opinión vertida por el Comité de 

Derechos Económicos Sociales y Culturales en lo relativo al derecho a una vivienda 

adecuada (párrafo 1, art. 11, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales). 

Dicho Comité ha indicado en su Observación General Nº 4 que este derecho “… 

no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, 

con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o 

lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien como 

el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo 



menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por 

entero a otros derechos humanos y a los principios fundamentales que sirven de 

premisas al Pacto. Así pues, `la dignidad inherente a la persona humana´, de la que se 

dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término `vivienda´ se interprete 

en un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y principalmente que 

el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o 

su acceso a recursos económicos…” (apartado 7). 

Asimismo, refiere que “..un deterioro general en las condiciones de vida y 

vivienda, que sería directamente atribuible a las decisiones de política general y a las 

medidas legislativas de los Estados Partes, y a falta de medidas compensatorias 

concomitantes, contradiría las obligaciones dimanantes del Pacto” (apartado 11). 

4.5º) La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en lo referido al 

derecho a la vivienda, “reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat 

adecuado. Para ello, la Ciudad: 1) resuelve progresivamente el déficit habitacional, de 

infraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza 

crítica y con necesidades especiales de escasos recursos” (artículo 31). 

Por su parte, el artículo 17 de la CCABA reafirma esta línea interpretativa 

cuando establece que “[l]a Ciudad desarrolla políticas sociales coordinadas para 

superar las condiciones de pobreza y exclusión mediante recursos presupuestarios, 

técnicos y humanos. Asiste a las personas con necesidades básicas insatisfechas y 

promueve el acceso a los servicios públicos para las que tienen menores 

posibilidades”. 

4.6º) En cuanto a la normativa local, es pertinente señalar que se ha dictado la 

Ley Nº 3706 de Protección y Garantía Integral de los Derechos de las Personas en 

Situación de Calle, cuyo objeto consiste en proteger integralmente, como así también 

operativizar, los derechos de las personas en situación de calle y en riesgo de tal 



situación (artículo 1). 

El artículo 2 de la mentada norma dispone que “A los fines de la presente ley se 

consideran personas en situación de calle a los hombres o mujeres adultos/as o grupo 

familiar, sin distinción de género u origen que habiten en la calle o espacios públicos 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en forma transitoria o permanente y/o que 

utilicen o no la red de alojamiento nocturno; b) A los fines de la presente ley se 

consideran personas en riesgo a la situación de calle a los hombres o mujeres adultos o 

grupo familiar, sin distinción de género u origen, que padezcan al menos una de las 

siguientes situaciones: 1) Que se encuentren en instituciones de las cuales egresarán en 

un tiempo determinado y estén en situación de vulnerabilidad habitacional. 2) Que se 

encuentren debidamente notificados de resolución administrativa o sentencia judicial 

firme de desalojo. 3) Que habiten en estructuras temporales o asentamientos, sin 

acceso a servicios o en condiciones de hacinamiento”. 

Asimismo, indica que las personas en situación de calle y en riesgo de caer en 

tal situación tienen derecho al acceso pleno a los servicios socioasistenciales que sean 

brindados por el Estado y por entidades privadas convenidas con él y que la articulación 

de los servicios y de sus funciones tanto en la centralización, coordinación y derivación, 

así como en la red socioasistencial de alojamiento nocturno y de la asistencia 

económica, tienen como objetivo la superación de la situación de vulnerabilidad en la 

que se encuentran (arts. 6 y 8). 

4.6.1º) Posteriormente, fue sancionada la Ley N° 4036 (BOCABA N° 3851 del 

09/02/2012) de protección integral de los Derechos Sociales para los ciudadanos de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En dicha norma se ha priorizado el acceso de aquellos ciudadanos en estado de 

vulnerabilidad social y/o emergencia a las prestaciones de políticas sociales que brinde 

el Gobierno de la Ciudad, entendiéndose por vulnerabilidad social, a la condición social 



de riesgo o dificultad que inhabilita, afecta o invalida la satisfacción de las necesidades 

básicas de los ciudadanos (arts. 1 y 6). 

Además, en el artículo 5, establece la obligación del Gobierno local de 

implementar las políticas sociales comprensivas de prestaciones que implicarán la 

aplicación de recursos de carácter económico, técnico y material. Así se detalla que las 

prestaciones económicas son aquéllas entregas dinerarias de carácter no retributivo, 

intransferible, inembargable destinadas a los ciudadanos a fin de paliar situaciones 

transitorias de necesidad o garantizar el acceso a condiciones dignas de vida. 

Por otra parte señala que las prestaciones técnicas son los actos profesionales de 

asesoramiento, acompañamiento y evaluación técnica destinados a atender las 

necesidades de los ciudadanos. Las prestaciones materiales, en cambio, son aquellas en 

las que se otorguen servicios en especies para paliar las situaciones de emergencia de 

los sectores de población afectados. 

Por lo demás, y en lo que interesa al caso, se establece que “[e]l acceso a las 

prestaciones económicas de las políticas sociales será establecido por la autoridad de 

aplicación contemplando los ingresos por hogar, de acuerdo a las circunstancias 

socioeconómicas, de emergencia y/o en función de la demanda efectiva”. 

Por otra parte, estipula que la prestación “[e]n ningún caso podrá ser inferior a 

la Canasta Básica de alimentos establecida por el Instituto Nacional de Estadísticas y 

Censos (INDEC) o el organismo que en el futuro lo reemplace” (cfr. art. 8). 

Se alude además a los adultos mayores. En este sentido, el art. 16 establece que 

“[e]l Gobierno de la Ciudad emprenderá medidas destinadas a la atención integral de 

los adultos mayores en condiciones de vulnerabilidad favoreciendo su integración 

social y comunitaria, promoviendo su autonomía y su bienestar físico y psíquico, 

teniendo como principios rectores de su política los consagrados por la Constitución de 

la Ciudad de Buenos Aires, la Resolución 46/91 de la ONU y la Ley 81 de la Ciudad 



Autónoma de Buenos Aires”. 

El art. 17 refiere a las acciones que debe tomar el GCBA a su respecto y, 

además, el art. 18 establece que “[e]n caso de los adultos mayores a 60 años de edad en 

situación de vulnerabilidad social, la autoridad de aplicación deberá asegurarles el 

acceso a un alojamiento y a la seguridad alimentaria a tal fin podrá destinar entregas 

dinerarias o disponer de otro mecanismo.” 

A su vez, se contempla la situación de las mujeres. En este sentido, el art. 19 

establece que el Gobierno de la Ciudad “(…) garantiza mediante sus acciones el pleno 

goce de los derechos de las mujeres en condición de vulnerabilidad social de 

conformidad a lo establecido en la Constitución Nacional, los tratados internacionales 

en los que el Estado Argentino sea parte, la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires 

y el plexo normativo vigente.” 

Por su parte, el art. 20 deja señalado que el Gobierno de la Ciudad implementará 

acciones destinadas a “1) Garantizar la igualdad real de oportunidades y de trato, el 

pleno reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos y garantías. 2) Incentivar y 

promover la inserción laboral de mujeres desocupadas a través de la capacitación 

laboral y del estímulo a la creación de proyectos propios, conforme la ley 1892 o la que 

un futuro la reemplace. Tendrán prioridad las mujeres que se encuentren dentro de 

programas contra violencia doméstica y/o sexual. 3) Brindar albergue a las mujeres 

con o sin hijos que atraviesen situaciones de violencia doméstica y/o sexual. En todos 

los casos se brindará a las mujeres alojadas asistencia sicológica, asesoramiento legal, 

y patrocinio jurídico gratuito. Cuando la situación de violencia genere un grave riesgo 

para la salud psicofísica para las mujeres en esta situación, el albergue será de 

domicilio reservado y su dirección no será pública.” A su vez, el art. 21 expresa que 

“[e]n el caso de las mujeres en situación de vulnerabilidad social la autoridad de 

aplicación podrá disponer todas las prestaciones materiales, técnicas y económicas que 



crea necesarias para superar tal situación.” 

Finalmente, hace una extensa mención a las personas con discapacidad a lo 

largo de su articulado (arts. 22 a 25 de la citada ley). 

En este sentido, el art. 23 establece que, a los efectos de dicha ley, se entiende 

por personas con discapacidad en condición de vulnerabilidad social aquellas que 

padeciendo alteración, total o parcial, y/o limitación funcional, permanente o transitoria, 

física, mental o sensorial, se hallen bajo la línea de pobreza o indigencia, y/o en estado 

de abandono y/o expuestos a situaciones de violencia o maltrato, y/o a cualquier otro 

factor que implique su marginación y/o exclusión. 

A su vez, el art. 25 prescribe que el Gobierno de la Ciudad llevará adelante 

acciones que garanticen el acceso al cuidado integral de la salud, su integración social, 

su capacitación y su inserción laboral y que para ello deberá, en lo que interesa para 

resolver, brindar alojamiento para aquellas personas con discapacidad en situación de 

vulnerabilidad social (inc. 3º). 

4.6.2º) Por medio del Decreto Nº 690/06 se crea el Programa Atención para 

Familias en Situación de Calle -modificado por los Decretos Nº 960/08, 167/11, 239/13, 

637/16 y 108/19- el cual se orienta a brindar asistencia a familias o personas solas en 

situación de calle, entendiendo por tales a aquéllas que se encuentran en forma 

transitoria sin vivienda o refugio por causa de desalojo u otras causas (art. 4º). En este 

sentido, se establece que el programa tiene como objeto el otorgamiento de subsidios a 

fin de mitigar la emergencia habitacional, fortaleciendo el ingreso familiar, 

exclusivamente con fines habitacionales (art. 3º). 

En lo que respecta al subsidio para la “Atención para Familias en Situación de 

Calle”, a partir de la entrada en vigencia del decreto nº 108/19, el cual es modificatorio 

de sus similares nº 690/06, 960/08, 167/11, 239/13 y 637/16 ascendió al monto de hasta 

$ 96.000, “abonado en un máximo de doce (12) cuotas mensuales y consecutivas de 



hasta Pesos Ocho Mil ($ 8.000) cada una. Facúltese a la Autoridad de Aplicación para 

extender el presente subsidio por plazos de seis (6) meses, pagaderos en cuotas 

mensuales y consecutivas de hasta Pesos Ocho Mil ($ 8.000) cada una, dependiendo de 

cada caso particular y si la situación de vulnerabilidad social del beneficiario así lo 

amerita. Alternativamente, la Autoridad de Aplicación podrá disponer el pago del 

subsidio en una (1) cuota única de hasta Pesos Noventa y seis mil ($ 96.000), en los 

casos en que el beneficiario, al momento de ingreso al Programa, acredite 

fehacientemente la posibilidad de obtener una salida habitacional definitiva y concreta 

y ejerza la opción requieriendo dicho pago único. Establécese que el ejercicio de la 

opción por parte del beneficiario a percibir el subsidio alternativo en una (1) cuota 

única por salida definitiva resulta excluyente de la percepción de toda otra suma de 

dinero dispuesta en el presente Decreto.” (art. 1º del decreto nº 108/19). 

5º) En el marco del control de convencionalidad de que se trata, la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación se expidió en un caso donde analizó el derecho a la 

vivienda digna y que vale aquí traer a colación, máxime cuando el GCBA era 

demandado (causa Q.64.XLVI, caratulada “Q. C., S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires s/ amparo”, sentencia del 24/04/12). 

Allí, indicó que “el PIDESC obliga a los países signatarios a adoptar medidas 

que demuestren un avance en las políticas públicas destinadas a garantizar plenamente 

los derechos allí reconocidos por lo tanto reafirma el principio de progresividad y el de 

no regresividad” (v. considerando 3° del voto de la mayoría). Sostuvo, por otra parte 

que “la norma federal debe funcionar como pauta de orientación para toda autoridad 

estatal en el marco de su competencia” (v. consid. 8° del voto citado). 

Asimismo, estableció que “hay una garantía mínima del derecho fundamental 

que constituye una frontera a la discrecionalidad de los poderes públicos. Para que ello 

sea posible debe acreditarse una afectación de la garantía, es decir, una amenaza grave 



para la existencia misma de la persona” y que “la razonabilidad significa entonces 

que, sin perjuicio de las decisiones políticas discrecionales, los poderes deben atender 

a las garantías mínimas indispensables para que una persona sea considerada como tal 

en situaciones de extrema vulnerabilidad” (v. consid. 12° del voto mayoritario). 

Advirtió la Corte que el hecho de que los recursos sean limitados no constituye 

en sí mismo una justificación para no adoptar medidas y mencionó una serie de 

parámetros válidos para examinar el argumento entre los que surgen “a) el nivel de 

desarrollo de un país; b) la situación económica del país en dicho momento y c) si el 

Estado intentó encontrar soluciones de bajo costo” (v. consid. 14°). 

Por último concluyó que “los derechos fundamentales que consagran 

obligaciones de hacer a cargo del Estado con operatividad derivada, están sujetos al 

control de razonabilidad por parte del Poder Judicial”. 

En esta línea de razonamiento, se desprende que el Tribunal debería realizar un 

control de convencionalidad de las normas, conductas y omisiones de la demandada a 

fin de elucidar si esta última ha incumplido con su obligación de garantizar el derecho al 

acceso a una vivienda digna consagrado en el bloque constitucional federal. 

6º) En procesos similares al presente, la Sala I de la Cámara de Apelaciones del 

fuero, ha expresado que “… el bloque normativo aplicable al caso, acorde con la 

interpretación que de el han formulado tanto el TSJ como, luego, la CSJN, no impone 

al Estado la obligación de proveer una vivienda en el sentido restringido de la palabra. 

En términos de la CSJN las normas en materia habitacional ‘no consagran una 

operatividad directa, en el sentido de que, en principio, todos los ciudadanos puedan 

solicitar la provisión de una vivienda por vía judicial’ (CSJN, Q. C., S. Y c/GCBA 

s/Amparo”, sentencia del 24/04/2012). Sin embargo, también se ha propiciado atender 

la solución progresiva de la emergencia habitacional dando prioridad a aquellas 

situaciones de vulnerabilidad que las normas constitucionales, convencionales y su 



regulación legal establezcan. Bajo tales lineamientos se han identificado como grupos 

prioritarios por ‘condición etaria’ – de conformidad con lo dispuesto en la ley 4036 – a 

los niños y a los adultos mayores, además, se incluyó a las mujeres en especial con 

hijos a su exclusivo cargo o cuando atraviesan ‘situaciones de violencia doméstica’, 

también se aludió a las personas con discapacidad (arts. 13 ss y cc) y, finalmente, se 

priorizó ‘la inserción social de niños, niñas y adolescentes en situación de calle’ 

(art.15)” -conf. Sala I, autos “Quinteros Juan Manuel c/ GCBA s/ Amparo” Exp. 

A3549-2014/0, sentencia de fecha 03/09/2014. 

7º) Por último, debe recordarse que hacer lugar a la pretensión del amparista 

presupone afectar recursos públicos que no son infinitos. Es por ello, que debe atenderse 

prioritariamente a efectivizar los derechos de los sectores más vulnerables, sectores de 

pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos (conf. art. 31 de la 

Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires). 

Así las cosas, es necesario analizar detenidamente la situación del amparista, sus 

circunstancias personales y realizar una minuciosa valoración de las cuestiones de 

hecho y prueba. Este análisis es conteste con el que manda realizar la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación -in re “A.P., L. V. c/ GCBA y otros s/ amparo”, (sentencia del 11 

de diciembre de 2012). 

7.1º) Que más allá de que la prueba acompañada con la demanda no fue 

desconocida fundadamente por las codemandadas (ver lo señalado respecto de los 

requisitos de la negativa por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala B, In 

re “Brom, Gerardo C c/ Riva S.A” sentencia del 13 de noviembre de 1996, LL, 1997-C- 

948), los últimos dos informes socio ambientales de fecha 20 de septiembre de 2018 y 

23 de octubre de 2019, glosados a fs. 339/340 y 370vta, respectivamente, no vienen 

cuestionados por las partes y resultan de vital importancia para resolver las presentes, en 

particular si se remarca que son los confeccionados con mayor proximidad al presente 



pronunciamiento. 

El primero de los informes señalados hace referencia a su historia familiar y a 

que padece desde hace varios años problemas de adicción los cuales fue superando de a 

poco sin tratamiento (“Área familiar”, fs. 339). Recuérdese que según el DNI 

acompañado a fs. 60, se trata de un hombre de 38 años, sin que surja de las constancias 

acompañadas a la causa que tenga hijos u otros familiares a su cargo. 

En cuanto a su salud, se indica en el apartado “Área salud” a fs. 339vta, que le 

diagnosticaron tuberculosis y que habría realizado tratamiento ambulatorio en el 

Hospital Muñiz, siendo dado de alta al finalizarlo. Se hace referencia a que deben 

realizarle una cirugía de la vista, diagnosticado como cataratas, realizando tratamiento 

ambulatorio en el Hospital “Santa Lucía”, sin que cuente con certificado del 

oftalmólogo por haber quedado los estudios en el mencionado hospital. 

En cuanto al área laboral económica, en el apartado homónimo de fs. 339vta., 

refiere llevar a los hijos de un amigo a la escuela a cambio de $ 500 mensuales. Se 

señala que habría asistido a los cursos que brinda la Dirección General de Economía 

Social, que habría realizado el curso de pintura, sin poder abocarse a esa tareas dado que 

la salud no se lo permite, por sus “problemas visuales”. Allí informa que buscará 

empleo formal en el rubro de limpieza, alegando contar con un contacto de una empresa 

de limpieza que no especifica. Por otra parte, se consigna que percibe el “Amparo 

Habitacional”, cubriendo el monto el costo del alquiler de $ 6.000, tutelado (v. 

asimismo CD de fs. 334 reservado en el sobre nº 329, archivo 0006-IF-2018-31764178- 

DGAI.pdf y fs. 335). 

En las conclusiones del mentado informe (fs. 339vta/340), se deja constancia 

que se trata de un hombre solo sin familiares que puedan brindarle contención ni ayuda 

económica y que en cuanto a sus adicciones, el actor refiere únicamente fumar 

marihuana que considera no nociva a la salud, logrando dejar el consumo de cocaína por 



propia voluntad. 

Ahora bien, resulta necesario destacar que en el informe del año 2019 glosado a 

fs. 370/vta, se destaca que, en el aspecto laboral, no buscaba empleo, que no está 

interesado y que si tuviese empleo perdería la posibilidad de contar con el amparo 

habitacional, refiriendo que nadie le garantiza que contará con un empleo toda su vida y 

creyendo que el “Amparo Habitacional” es para el resto de su vida. 

Se agrega que el actor es beneficiario del subsidio “Programa Ciudadanía 

Porteña - Con Todo Derecho” por la suma de $ 2.850. 

En lo demás, no se advierten modificaciones relevante con respecto a la 

situación descripta en la entrevista anterior. 

7.2º) Que en cuanto a la situación de salud, además de lo que surge del informe 

socio ambiental, resulta menester detenerse en el dictamen pericial obrante a fs. 

201/203vta, presentado en noviembre de 2017 y emitido por la Dirección de Medicina 

Forense del CMCABA. 

Allí, entre otras cuestiones, se hizo referencia al consumo de sustancias 

psicoactivas, a que abandonó el consumo de pasta base, continuando con el de 

marihuana y ocasionalmente cocaína (fs. 201vta in fine) y se hizo alusión al tratamiento 

de tuberculosis pulmonar que se encontraba realizando por aquel entonces (fs. 202). 

Ahora bien, respecto de las conclusiones a las que se arribó, se consignó a fs. 

202vta que “(…) se trata de un individuo joven, con aparente estado de buena salud, 

físicamente sin alteraciones ni minusvalías evidentes, que se halla bajo tratamiento 

antituberculoso desde hace aproximadamente un año, con respuesta terapéutica 

adecuada al mismo. En respuesta a lo solicitado, el Sr. no presenta 

discapacidad física o psíquica alguna, evidenciable al momento del examen. Presenta 

un estado de salud física adecuado para una persona de su edad y sexo. Si bien debe 

continuar con el tratamiento específico para la Tuberculosis hasta el momento de su 



alta otorgada por los médicos tratantes del Hospital F. J. Muñiz, se considera que 

puede desarrollar tareas laborativas acorde con su actual estado físico y su nivel de 

instrucción, las cuales pueden indicarse dentro de las múltiples ya realizadas a lo largo 

de su vida (limpieza, albañilería, pintura, mensajería, etc.)” (fs. 202vta). 

Frente a ese dictamen pericial, las impugnaciones del accionante (fs. 214/215vta 

y ratificación de fs. 217) se limitaron a cuestionar que no alcanza para conseguir un 

empleo que le reditúe el ingreso necesario para pagar un alquiler y poder sostenerlo con 

ser un hombre joven sin aparentes problemas de salud y que a ello debe sumarse sus 

adicciones, su escasa preparación y situaciones de marginalidad vividas. Si bien se 

acompaña un artículo relativo a las dificultades que deben enfrentar las personas en 

situación de calle (fs. 206/213vta), lo cierto es que de ningún modo se rebate que el 

actor se encuentre capacitado para ejercer tareas laborativas tendientes a generar una 

estrategia que permita superar la situación de vulnerabilidad alegada. 

A lo anterior habrá de agregarse que con posterioridad a la confección del 

referido dictamen pericial, el actor fue dado de alta de su tratamiento contra la 

tuberculosis y solamente se encuentra consumiendo habitualmente marihuana, habiendo 

abandonado el consumo de cocaína por propia voluntad. En esas condiciones y con esa 

mejoría, no se advierte en el actual contexto de autos que el actor se encuentre 

incapacitado para ejercer tareas que le permitan generar ingresos para superar la 

situación en la que se encuentra. 

Asimismo, en cuanto al padecimiento visual al que se alude en las entrevistas 

del año 2018 y 2019, lo cierto es que no se arrimaron constancias que permitan verificar 

su efectivo diagnóstico y mucho menos se procuró demostrar que resulten 

incapacitantes o que le impidan al actor ejercer tareas laborativas. 

Por esa razón, no parece desprenderse que el actor se encuentre actualmente en 

el estado de vulnerabilidad social requerido para que se haga lugar a su pretensión, 



máxime si se recuerda que se trata de un hombre de 38 años sin cargas de familia sin 

problemas graves de salud. 

Es que no se han aportado elementos que acrediten que las afecciones e 

impedimentos denunciados configuren supuestos de vulnerabilidad conforme la 

legislación vigente, que ello impida desarrollar actividades laborales o bien que se 

presenten problemas de salud o enfermedades que restrinjan sus capacidades laborativas 

(v., por ejemplo, casos de rechazo de demanda en los cuales no se hubieron acreditado 

tales extremos en sentencias emanadas de la Sala I: “Bastos Walter Sergio c/ GCBA y 

otros s/ amparo” -expediente nº A8161-2014/0, sentencia del 01/06/16-, “Almeida Jorge 

Luis c/ GCBA y otros s/ amparo”, expediente Nº A763-2014/0, sentencia del 24/08/15-, 

“Akouassi Owoussou Richmond Adjei c/ GCBA y otros s/ amparo” -expediente nº 

A52642-2013/0, sentencia del 16/07/15-, “Arbetman María Alejandra c/ GCBA s/ 

amparo” -expediente nº A8501-2014/0, sentencia del 28/10/15-, “Chavez Jorge Alberto 

c/ GCBA y otros s/ amparo” - expediente nº A351-2013/0, sentencia del 10/06/15-; de la 

Sala II: “Camera María Silvana c/ GCBA s/ amparo” -expediente nº A3073-2014/0, 

sentencia del 25/08/15-, “Veloso Fabián Humberto c/ GCBA y otros s/ amparo” 

-expediente nº A7030-2013/0, sentencia del 21/08/14-, “Caputo Elizabeth Marina Ana c/ 

GCBA y otros s/ amparo” -expediente nº A56593-2013/0, sentencia del 11/11/14; y de 

la Sala III: “Nievas Jorge Federico c/ GCBA y otros s/ amparo” -expediente nº A28082- 

2013/0, sentencia del 30/09/16-, “Aragón Verónica María Belén c/ GCBA y otros s/ 

amparo” -expediente nº A264-2013/0, sentencia del 13/06/16-; “Díaz Roberto Carlos c/ 

GCBA y otros s/ amparo” -expediente Nº A206-2013/0 sentencia del 07/06/16, voto del 

Dr. Centanaro-, “Rizzo Agustín Marcelo c/ GCBA s/ amparo” -expediente nº EXP 

43569/0, sentencia del 02/12/14-, “Herz Claudio Pedro c/ GCBA y otros s/ amparo” 

-expediente nº EXP 44.754/0, sentencia del 02/12/14, y “Figueroa Núñez Atenaida 

Victoria c/ GCBA s/ amparo”, expediente nº A2310-2015/0, fallo del 24/10/17). 



Con arreglo a los extremos antes valorados, el Sr. se encontraría apto 

para realizar un esfuezo razonable para superar el estado crítico en el que aduce 

encontrarse (v., en este aspecto, Sala II de la Cámara de Apelaciones del fuero en los 

autos “Del Solar Alicia Amanda y otros c/ GCBA s/ amparo” -expediente Nº 33187/0-, 

sentencia del 05/09/13). 

Considerando lo expuesto a la luz del precedente “Quinteros” ya citado, el 

amparista no demuestra que esté comprendido en grupo de prioridad que merezca una 

protección especial y diferenciada del resto de los habitantes de esta Ciudad. 

Siendo ello así, no probándose la situación de vulnerabilidad social a su 

respecto, no se ha logrado identificar violación a deber jurídico alguno por parte del 

GCBA, ni mucho menos del IVC, puesto que mal podría otorgar la demandada las 

prestaciones fuera del esquema legal de prioridades establecido por la normativa local, 

es decir, en el caso entregar dinero a quienes no se encontrarían comprendidos en el 

universo de beneficiarios previstos por la ley 4.036 y concordantes (conf. los autos “Del 

Solar” antes citados), máxime cuando se aprecia que el actor no se encuentra interesado 

en conseguir un empleo, puesto que ello acarrearía la suspensión del subsidio 

habitacional concedido judicialmente por vía cautelar, de conformidad con las 

manifestaciones vertidas en la entrevista llevada adelante con el actor a fines del año 

2019. 

En tal contexto, acordar una renovación automática e indefinida del subsidio 

requerido para un supuesto como el que nos ocupa, ab initio, vendría a afectar el 

esquema de prelación entre el universo de los beneficiarios identificado en el bloque 

normativo ya citado (v., entre muchos otros, Sala I de la Cámara de Apelaciones del 

fuero en los autos “Guarde Luis Carlos c/ GCBA y otros s/ incidente de apelación”, 

expediente nº A84745-2013/1, sentencia del 30/05/14). 

En definitiva, las presentes no guardan sustancial analogía con el precedente “Q. 



C., S. Y. c/ GCBA s/ amparo” -sentencia de la CSJN del 24/04/2012-, en tanto en las 

presentes se trata de un hombre de 38 años que no padece problemas serios de salud y 

que se encuentra capacitado para realizar tareas laborales como las realizadas a lo largo 

de su vida (limpieza, albañilería, pintura, mensajería, etc., según fs. 202vta), lo cual lo 

aleja de los grupos que el GCBA debe prioritariamente atender. 

8º) Que, así las cosas, los elementos de juicio reunidos en el sub examine no 

logran tener por configurada la arbitrariedad o ilegitimidad manifiesta en el proceder de 

las codemandadas, lo que determina la improcedencia de la pretensión. 

Más allá de las comprensibles razones que expone el actor, no logró demostrar 

durante el desarrollo de la causa que se encuentre comprendido, de acuerdo con la 

normativa y jurisprudencia reseñada, dentro de un grupo vulnerable de especial tutela. 

9º) En este estado corresponde analizar la segunda de las pretensiones del 

amparista en tanto solicita “(…) que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a 

través de las áreas técnicas competentes (Ministerio de Desarrollo Social y Ministerio 

de Desarrollo Económico) viabilice el acceso a alternativas concretas de desarrollo 

(capacitación y/u orientación acordes al caso), con el fin de superar la condición de 

vulnerabilidad [,] pobreza y exclusión social.” (fs. 1vta.). 

Advierto en este punto que únicamente la actora ha formulado dicha petición 

respecto del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, no así respecto del Instituto de la 

Vivienda de la Ciudad. Ello se advierte de la lectura del párrafo citado precedentemente 

y del punto 6) del petitorio de fs. 57vta, en tanto en dicha oportunidad “(…) se solicita: 

(…) 6) Asimismo, solicito se ordene al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a través 

de las áreas técnicas competentes (Ministerio de Hábitat y Desarrollo Humano y/o 

Ministerio de Desarrollo Económico) viabilice el acceso a alternativas concretas de 

desarrollo (capacitación y/u orientación acorde a nuestra situación), con el fin de 

superar la situación de vulnerabilidad social en la que actualmente me encuentro y 



favorecer el ejercicio del derecho al desarrollo integral, de manera que permita la libre 

elección del plan de vida.” 

En suma, una eventual sentencia condenatoria en este sentido solo podría recaer 

en cabeza del GCBA considerando el modo en que fue solicitada dicha petición en el 

escrito de inicio. 

9.1º) Tal como fuera señalado al momento de resolver la medida cautelar 

solicitada en el escrito de inicio, el preámbulo de la Constitución de Buenos Aires 

propicia la idea de “promover el desarrollo humano (…) garantizar la dignidad e 

impulsar la prosperidad de sus habitantes (…)” y asimismo cabe resaltar que el artículo 

43 de la Constitución local establece que la Ciudad provee a la formación profesional y 

cultural de los trabajadores. 

Por su parte, el artículo 17 de la CCABA establece que “La Ciudad desarrolla 

políticas sociales coordinadas para superar las condiciones de pobreza y exclusión 

mediante recursos presupuestarios, técnicos y humanos. Asiste a las personas con 

necesidades básicas insatisfechas y promueve el acceso a los servicios públicos para 

las que tienen menores posibilidades”. 

De acuerdo con ello, ponderando la conducta de las partes y lo que surge de las 

constancias de autos, si bien no se percibe en torno a la pretensión subsidiaria de la 

demanda que el GCBA despliegue una conducta arbitraria o ilegítima en los términos 

reseñados en el considerando 4.1º), pues hasta el momento no se ha demostrado un 

máximo esfuerzo y colaboración del actor en cuanto a la generación de estrategias 

tendientes a superar su situación, a estarse a lo que surge del informe socio ambiental 

del año 2019; habida cuenta de haber concurrido a los cursos de la Dirección General de 

Economía Social y que la búsqueda de empleo resulta de vital importancia para superar 

su situación habitacional, estimo conveniente que el GCBA arbitre los medios que 

estime corresponder a fin de orientar al amparista en la incorporación a algún curso y/o 



programa de capacitación o formación que pueda favorecer a la superación de su 

situación de vulnerabilidad y exclusión social. 

10º) Atento al modo en que se decide, resulta inoficioso expedirse respecto de 

los planteos de inconstitucionalidad deducidos en autos. 

Por las consideraciones expuestas y oído el Ministerio Público Fiscal, 

FALLO: 

1º) Rechazando la acción de amparo promovida por  

contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Instituto de la Vivienda 

de la Ciudad de Buenos Aires; 

2º) Ordenando al GCBA a que en el plazo de diez (10) días arbitre los medios 

que estime corresponder a fin de orientar al amparista en la incorporación a algún curso 

y/o programa de capacitación o formación que pueda favorecer a la superación de su 

situación de vulnerabilidad y exclusión social; 

3º) Atento lo indicado en apartado III de los resultandos, la vigencia de la 

medida cautelar oportunamente concedida mantendrá su vigencia hasta que se encuentre 

firme el presente pronunciamiento; 

4º) Imponiendo las costas en el orden causado atento el carácter gratuito de la 

acción (art. 14 CCABA), sin perjuicio de destacar que se encuentra la actora 

patrocinada por el Ministerio Público de la Defensa. 

Regístrese y notifíquese por Secretaría a las partes y al Ministerio Público 

Fiscal mediante la remisión de las presentes a su público despacho y, 

oportunamente, archívense. 

 


